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PREFACIO A LA NUEVA EDICIÓN 
UN ANIVERSARIO, TRES CELEBRACIONES 

Juan Carlos Torre


			Para acompañar la lectura de esta nueva edición de los artículos sobre el 17 de octubre de 1945 reunidos en el libro publicado en 1995 me ha parecido oportuno volver a esa jornada histórica con la vista puesta en la trayectoria más reciente del peronismo. Las conmemoraciones anuales de ese acontecimiento fundacional han sido y son escenas claves que arrojan luz sobre el estado de los lazos que vertebran al movimiento creado bajo la inspiración de Perón. En el año 2022 se realizaron en Buenos Aires tres actos para celebrar un nuevo aniversario del 17 de Octubre: uno de ellos promovido por los principales gremios de la CGT, otro por organizaciones sindicales y agrupaciones políticas afines al liderazgo de Cristina Kirchner y, por último, el que convocaron expresiones actuales del antiguo movimiento piquetero encabezadas por el Movimiento Evita. Al cabo de los 78 años transcurridos desde octubre de 1945, el paisaje de una fragmentación política y social no pudo ser más elocuente.

			A lo largo de su ya, por cierto, longeva historia, las lealtades peronistas experimentaron tensiones y también conmociones internas. Sin embargo, supieron encontrar salidas a esos momentos difíciles y lograron restablecer una unidad de propósitos y de acción dentro de las propias filas. Dos fueron las condiciones que hicieron posible esos logros: la existencia de un ideario común y de bases socialmente cohesivas. En los últimos tiempos la eficacia de esas condiciones se ha ido deteriorando; de allí el espectáculo de la división política y social al que asistimos.

			A propósito de esas condiciones examinemos a continuación la primera de ellas: un ideario común, con eje en el bienestar del pueblo y la grandeza de la nación. En mayo de 1974 esa visión de país fue abiertamente cuestionada. Quienes lo hicieron pertenecían a esa gran ola de jóvenes de clases medias que recién había afluido al peronismo haciendo un giro de 180 grados respecto de las tradiciones políticas de su mundo social. Luego de llevar a cabo un verdadero parricidio político, abrazando la misma causa que sus padres habían combatido en el pasado, esos jóvenes dieron con audacia un paso más. Y el 1° de mayo de 1974 en la Plaza de Mayo, en ocasión de la concentración popular del Dia del Trabajo, se plantaron frente a Perón, descalificaron su gobierno y lo desafiaron en nombre de otro peronismo, uno más volcado hacia la izquierda revolucionaria. 

			La reacción espontánea del líder del peronismo, ofuscado por el atrevimiento, fue contundente: acusó a los jóvenes partidarios de «un peronismo socialista» de ser «mercenarios pagados por extranjeros» y ordenó la expulsión de «los infiltrados» de las filas de su movimiento. Los destinatarios de esa condena abandonaron la Plaza de Mayo y en soledad emprendieron el camino que para muchos habría de conducir, con las armas en la mano o sin ellas, a la muerte, primero por las bandas de la Triple A y después de 1976 por el terrorismo de Estado.

			Por su parte, el movimiento peronista prosiguió su curso en la vida política del país, sufrió la represión, conoció conflictos, pero sin llevar consigo huellas visibles de la gesta de los jóvenes setentistas, ajena como era a su trayectoria y a sus tendencias naturales. Un incidente expuso dramáticamente ese hiato: en un acto del Partido Justicialista en la campaña electoral de 1983, las Madres de Plaza de Mayo debieron abandonar las instalaciones de la cancha de Atlanta en medio del repudio de los allí reunidos, para los cuales «los hijos desaparecidos» eran «los infiltrados» denunciados por Perón.

			Sin embargo, esta no habría de ser la última postal del lugar de esa generación iconoclasta dentro del peronismo; la historia le tenía reservado un nuevo protagonismo dentro del movimiento.

			Durante la temporada democrática abierta en 1983 la movilización juvenil volvió al centro de la escena y lo hizo con diferentes voces que animaron los debates en torno a las opciones hechas en el pasado y sobre los alcances y los límites de la experiencia política en curso. Su presencia contribuyó a ampliar las ofertas dentro del espectro de centro-izquierda, tal fue el caso del Partido Intransigente, y, a su vez, oxigenó las filas de los grandes partidos nacionales. Los vientos de renovación entraron por las ventanas siempre entreabiertas del peronismo, que dio un giro: tomó distancia de su trayectoria previa y reclamó para sí las credenciales de partido democrático que ostentaba el radicalismo, a fin de poder así recuperar, como lo haría, capacidad competitiva en la nueva escena política.

			Fue en el marco de esta renovada plataforma que cobró forma una nueva alternativa de izquierda de origen peronista; lo hizo en 1991 con la disidencia de un pequeño grupo de diputados justicialistas contra el clima de transgresión que acompañaba al experimento de aggiornamento llevado a cabo por el presidente Menem. Los disidentes, reunidos en el llamado Frente Grande, levantaron las banderas de la lucha contra la corrupción pública y la manipulación institucional. A pesar de haberlas recubierto de una aureola peronista, esas banderas no conmovieron la fidelidad de las bases. Su fortuna cambió con la decepción cívica que provocó en 1993 el Pacto de Olivos entre Menem y Alfonsín. A partir de entonces se convirtió en un polo de atracción entre sectores medios, urbanos y educados, para luego transformarse bajo la etiqueta del Frepaso en la segunda fuerza política detrás del Partido Justicialista. Ese vertiginoso ascenso culminó en un acuerdo con la UCR y en el gobierno de la Alianza electo en los comicios de 1999. 

			Sabemos que el trámite de esa gestión de gobierno dio lugar a un extendido malestar ciudadano, y culminó en 2001 en una verdadera hecatombe política. Las elecciones legislativas realizadas en octubre de ese año se distinguieron por la magnitud, inédita en la historia electoral del país, que alcanzó el voto negativo —la suma de votos en blanco y votos nulos— y por las altas tasas de abstención. Los dos pilares de la Alianza en el gobierno experimentaron una gran hemorragia electoral. La UCR y el Frepaso perdieron el 60 % de los votos obtenidos dos años antes. Según los datos disponibles, una mayoría de desertores fueron exvotantes del Frepaso. Para ellos pareció cumplirse una nueva secuencia dentro de la parábola política hecha de entusiasmos prometedores y de decepciones fulminantes. Pero dos años después, en las elecciones de 2003, una contingencia de la vida política vino a renovar sus expectativas: la llegada de Néstor Kirchner a la presidencia, como un desenlace de conflictos en la conducción del movimiento peronista.

			Para apuntalar su flamante e inesperado ascenso político, Kirchner recogió impulso en el malestar político sintetizado en el clamor «¡que se vayan todos!», que despuntó en la crisis del 2001, y lo dirigió contra los cuarteles generales de su propio partido. Con ese fin se colocó en la posición de outsider de la clase política, se presentó como un miembro más de «la generación diezmada», evocando a los jóvenes de los años setenta, y anunció que venía a terminar con «el pejotismo», el nombre en código que designaba a esa plataforma de reproducción de poder peronista hecha de políticos profesionales, jefes sindicales y redes clientelares.

			La cruzada regeneracionista del presidente Kirchner, con vistas a construir un «pos-peronismo», tuvo la virtud de reactivar los entusiasmos de la izquierda peronista. Al abandonar su condición de célula dormida, volvió más animada por el espíritu vindicativo con el que había originalmente ingresado a la vida política. No pocos de los que se pusieron en movimiento eran los mismos que en 1974, luego del anatema de Perón, se habían retirado de la Plaza de Mayo con el puño en alto. Entre ellos encontró los apoyos más fervorosos el viraje del nuevo gobierno hacia una versión más radicalizada de la tradición nacional popular, en sintonía con el giro a la izquierda del péndulo político de América Latina con Lula da Silva en Brasil, Hugo Chávez en Venezuela y Evo Morales en Bolivia.

			La ambición conquistadora de Kirchner sobre el Partido Justicialista habría de terminar a mitad del camino; consiguió, es verdad, ganar autonomía neutralizando a quienes le habían facilitado su ascenso político, pero el llamado a poner fin a «las formas tradicionales de hacer política» entró en un eclipse. La necesidad de construir y ofrecer gobierno lo condujo a buscar los apoyos partidarios donde se encontraban y estos se hallaban en los dominios de los jefes territoriales del justicialismo: para obtener su respaldo apeló al uso discrecional de los recursos fiscales, al tiempo que, con el uso patrimonial de esos mismos recursos, acumuló fuentes propias de poder económico para comprar voluntades y ponerse a salvo de posibles deslealtades.

			En la gestión del aparato político hubo entonces menos innovaciones con relación a las prácticas conocidas. Como destacamos recién, la novedad estuvo más bien en el ámbito de la visión política del movimiento peronista que, a través del discurso oficial, ahora se revistió de fuertes antagonismos y rotundas condenas. La reapertura de la causa de los derechos humanos completó el viraje ideológico y tuvo un efecto también novedoso: recreó una épica militante y atrajo a nuevas camadas de jóvenes de clases medias que vibraron como «los pibes de la liberación».

			Vista desde la perspectiva de los cuadros tradicionales del partido en las gobernaciones de provincia, en las intendencias municipales, en los gremios, la mutación en curso era bastante extraña. Si, no obstante, se mostraron dispuestos a acompañar a la nueva estrella de la galaxia peronista, el kirchnerismo, fue porque, aunque con vaivenes, una favorable coyuntura económica la había convertido en el alfa y omega de un Estado generoso. Allí se originó asimismo la vertiente plebeya de esta empresa política. Con más recursos, los poderes públicos extendieron su brazo asistencial hasta llegar a los sectores más vulnerables de las periferias urbanas y lo hicieron con un impacto político duradero que le aportaron a Kirchner y luego a su esposa, Cristina Fernández, apoyos claves y prácticamente exclusivos en las pujas por el predominio dentro del peronismo.

			Revisemos ahora la segunda de las condiciones indicadas antes, la cohesión social de las bases del peronismo. Si bien a lo largo de la historia fue ganando una composición más policlasista, la clave de bóveda de la trayectoria del movimiento peronista descansó en su arraigo en el mundo del trabajo. En el último tramo del siglo XX los cimentos de ese mundo experimentaron una gran conmoción. Desde 1946 Argentina se había desenvuelto en el marco de lo que se conoce como sociedad salarial y se caracteriza por la inserción de una mayoría de la fuerza del trabajo dentro de las garantías de los derechos laborales, la protección de la seguridad social, la relativa estabilidad del empleo. Por supuesto, a lo largo del tiempo ese panorama tuvo sus excepciones y con frecuencia sus contornos se volvieron más bien borrosos. Pero en términos generales, singularizó la excepcionalidad argentina entre los países de América Latina, en los cuales fue más marcada la presencia de la economía informal, el déficit de las políticas sociales, la existencia de grandes bolsones de pobreza. Con avances y retrocesos, esa sociedad salarial fue afirmándose con el paso de los años. Y con ella fue afirmándose también la gravitación que ejercían sobre la vida económica y política los trabajadores organizados en grandes aparatos gremiales conducidos con mano férrea y pragmatismo por verdaderas burocracias sindicales.

			A partir de mediados de 1970 ese estado de cosas comenzó a perder solidez y a mostrar fisuras como consecuencia del rumbo errático de la marcha de la economía. El golpe mayor lo recibió por el impacto de las reformas de mercado de la década de 1990: apertura de la economía al exterior, privatización de empresas estatales, racionalización de la administración pública. Por sus efectos sobre el empleo, en este nuevo escenario las fronteras de la sociedad salarial se encogieron fuertemente; vastos sectores del mundo del trabajo quedaron fuera de ella, con débiles o nulos vínculos con las estructuras de la economía nacional, confinados a niveles de privación material y social desconocidos en el país.

			La tendencia hacia la incorporación social que había acompañado históricamente a la Argentina, no sin ambigüedades y conflictos, perdió impulso. También a este respecto la crisis del 2001 fue un momento crucial, porque no sólo fue política, por el alto nivel de desafección partidaria, sino porque, además, con los pobres en las calles, en jornadas de cólera y protesta, trajo a un primer plano la fractura abierta en la sociedad, dejando al descubierto el fin de la consistencia del mundo del trabajo. Sin duda, en el marco de esa consistencia hubo diferencias, pero éstas no tenían un carácter permanente ni definían taxativamente los planes de vida individuales. En cambio, los contrastes que ahora están a la vista son más rígidos y crean brechas más difíciles de franquear.

			En los últimos veinte años los efectos de la crisis de la sociedad salarial se han hecho visibles en dos planos. El primero de ellos es el de la acción colectiva. En el segmento de los sectores más postergados surgió y echó raíces el movimiento piquetero, con sus tácticas disruptivas para reclamar el auxilio de los poderes públicos. A su vez, en el segmento de los trabajadores formales cobró forma la reactivación del movimiento sindical, con su tradicional recurso a la amenaza de huelga en las negociaciones colectivas. Entre ambas movilizaciones, las relaciones fueron generalmente escasas.

			El segundo plano en el que se hicieron visibles los contrastes fue en el perfil de las demandas. Mientras el movimiento piquetero demandó programas de asistencia social, por medio de bolsas de comida y planes de empleo mínimo subsidiados, el movimiento sindical cerró filas en defensa de esos enclaves de bienestar laboral que son las obras sociales y en la resistencia a que los trabajadores fueran alcanzados por el pago del impuesto a los ingresos. Como expresión de las asimetrías existentes en el mundo del trabajo, la distancia entre ambos tipos de demandas no ha podido ser más evidente.

			Tanto en el plano de la acción colectiva como en el de las demandas asistimos actualmente a la quiebra del mundo del trabajo que fuera por años la columna vertebral del peronismo.

			Como indicamos antes, los aniversarios del 17 de Octubre fueron ocasiones en los que los trabajadores celebraron el puntapié inicial que los proyectó a la conquista de un vasto repertorio de garantías laborales y beneficios sociales. Hoy en día ese patrimonio, así como las luchas para preservarlo, tienen un eco más bien limitado en los campamentos de refugiados sociales montados en las periferias urbanas. Allí se ha ido afianzando un nuevo actor sociopolítico, los movimientos sociales, que reclama, en nombre de los más excluidos auxilios y compensaciones que los coloquen más allá de los niveles de subsistencia y los vayan devolviendo al sendero de la incorporación social. Entre tanto, los dirigentes de los trabajadores organizados están en un estado de alerta permanente siguiendo de cerca la evolución del poder adquisitivo de sus salarios en medio del vértigo de una economía inflacionaria.

			En tiempos más recientes esa diversidad de propósitos ha conducido a la creación de corrientes políticas distintas por medio de las que unos y otros procuran hacerse oír y obtener su parte en el reparto de la representación dentro del gran arco peronista. El cuadro de una fragmentación es todavía mayor si ampliamos la perspectiva e incorporamos a él lo que se observa en el terreno político-partidario: allí tenemos, por un parte, a Cristina, firme en su bastión del Gran Buenos Aires, sus apoyos en las provincias más pobres y el acompañamiento de sectores juveniles y, por la otra, a los cuadros del peronismo de siempre que sobrellevaron intocados la larga temporada kirchnerista y buscan recobrar una personalidad política propia para poner sus aspiraciones e intereses al abrigo de grandes, y a menudo fallidas, convocatorias.

			Para terminar estas notas a propósito del balance político que se desprende de un aniversario y tres celebraciones, quisiera completar el estado de cosas presentado hasta aquí y su emergente, la fragmentación política. Es propio de los movimientos de gran envergadura electoral reunir en sus filas a diferentes sensibilidades políticas que coexisten en el marco de un ideario común y de unas reglas acordadas para zanjar las controversias. En su momento actual el peronismo es un caso en el que el ideario común, vago por cierto, y de allí su eficacia para amalgamar voluntades, ha sido desafiado por una visión más consistente y radicalizada, y en el que las pautas de convivencia son hechas y deshechas según el vaivén de las relaciones de poder. Así las cosas, las tensiones internas están a la orden del día. A falta de un liderazgo que desde el control de las palancas del Estado sea capaz de proveer unidad allí donde el movimiento espontáneamente produce discordia y confrontación, parece difícil que el próximo 17 de Octubre asistamos a una única celebración.

			Febrero de 2023 

		


		
			 

			
EL 17 DE OCTUBRE EN PERSPECTIVA

Juan Carlos Torre


			En la presentación de los trabajos que hemos reunido en ocasión de los cincuenta años del 17 de Octubre de 1945 nos ha parecido oportuno realizar algunas reflexiones para colocar en perspectiva este acontecimiento cuyo legado político ha ejercido una gravitación permanente y a la vez decisiva sobre la historia argentina. 

			Origen de una realidad política tan duradera e inescapable, como es el movimiento popular que se identifica con el peronismo, en el 17 de Octubre se conjugaron, por un lado, la obra de procesos que trabajaban silenciosamente desde el interior de la sociedad argentina y, por otro, las vicisitudes políticas de una coyuntura histórica. El desenlace de la jornada de octubre puede ser visto, en efecto, como tributario de las transformaciones sociales que acompañaban la marcha de la industrialización, y que se traducían en el crecimiento de los sectores asalariados urbanos y en el surgimiento de las nuevas cuestiones del mundo del trabajo. Asimismo, en su telón de fondo es posible reconocer los problemas de legitimidad que afectaban al orden político levantado por la restauración conservadora en los años treinta y el difuso sentimiento de exclusión acumulado en amplias franjas de la población. Si bien el peronismo no es concebible sin estos procesos previos, esto no significa que esté todo entero contenido en ellos. 

			En otras palabras, trazando hacia adelante las tendencias que las mutaciones estructurales y la crisis latente del antiguo orden político habían puesto en movimiento, es posible hipotetizar que en la Argentina de la posguerra las cuestiones del trabajo habrían de ganar más relevancia en la agenda pública, en consonancia con un país más expuesto a las consecuencias sociales de la industrialización; igualmente, también se podría avanzar la hipótesis de que las fórmulas de gobierno a ser implementadas habrían de incorporar un mayor grado de representatividad y transparencia, a fin de hacer gobernable una sociedad crecientemente más compleja. 

			Pero podría argumentarse también, retrospectivamente, que en principio eran más de una las formas concretas a través de las cuales era posible plasmar históricamente estos hipotéticos escenarios futuros. Con esto queremos destacar que el tránsito de la Argentina a las nuevas realidades y expectativas de una sociedad industrial de masas no tenía por delante una avenida de mano única. Más concretamente, tanto la mayor relevancia de las cuestiones de trabajo como la búsqueda de fórmulas de gobierno más representativas y transparentes admitían distintas soluciones institucionales. A comienzos de los años cuarenta, el interrogante que estaba planteado en el país era cuál de todas las alternativas que se perfilaban virtualmente en su horizonte habría de prevalecer. 

			Algunas de ellas comenzaron a insinuarse sobre el final de la anterior década. Por entonces, los sindicatos habían iniciado, bajo la conducción de militantes comunistas y socialistas, la lenta pero progresiva implantación entre los trabajadores de las nuevas industrias en expansión y se difundían las primeras experiencias de negociación colectiva bajo auspicio de los poderes públicos. Y en el plano político fue cuando se esbozó el proyecto transformista que, desde la oposición, acercó al general Agustín Justo y al líder radical Marcelo de Alvear con vistas a la democratización gradual del régimen imperante, en sintonía con las consignas de la causa aliada que había entrado en guerra contra el fascismo en Europa. 

			Estos no serán, empero, los únicos intentos que se propondrán cerrar la brecha abierta entre las instituciones del antiguo orden y un país envuelto en un vasto proceso de cambio. Con el golpe militar de 1943, la oferta de alternativas institucionales se incrementa, y de manera significativa, porque ahora es desde el vértice del poder que se intenta influir sobre el perfil histórico de la Argentina de posguerra. 

			Quien tiene a su cargo esta empresa es el coronel Perón. Tomando distancia de la tendencia puramente regresiva que anima los primeros pasos de la Revolución de Junio, desde la Secretaría de Trabajo inicia en 1944 una política de apertura hacia los trabajadores organizados. Más que suscitada por la fuerza de la movilización obrera —todavía embrionaria—, esta política innovadora tiene una función preventiva. Su objetivo es conjurar a tiempo el peligro potencial de un ascenso de las corrientes de izquierda que hace temer el precario estado en que se encuentran las cuestiones del trabajo. Con esta consigna, los poderes públicos irrumpen en la vida de las empresas, imponen la negociación colectiva, alteran las normas laborales, reparan viejos agravios por decreto. 

			Al tiempo que pone en marcha la apertura laboral, Perón se dirige a los sectores empresarios invitándolos a colaborar con ella, sacrificando algo de su poder patronal para evitar la agudización de la lucha de clases. En un recordado discurso en la Bolsa de Comercio presenta sus innovaciones como estando al servicio de la regeneración y la salvaguarda del orden social existente y no de la creación de otro completamente nuevo. En su campaña pública coloca las iniciativas de la Secretaría de Trabajo bajo el auspicio de la doctrina social de la Iglesia, aunque también se advierte en ellas la deuda para con las enseñanzas del fascismo social europeo en su lucha contra la amenaza comunista, de las que ha sido un observador privilegiado en una reciente estadía en la Italia de Mussolini. 

			Pero no está en el cálculo político de Perón encaminar su empresa por el sendero institucional de un régimen corporatista, como el que había capturado fugazmente la imaginación de algunos de sus camaradas de armas, primero en 1930 y de nuevo en 1943. En 1930 su lugar había estado en el bando mayoritario del ejército que, bajo la dirección del general Justo, abortó la aventura filo-fascista del general Uriburu. Y, ahora, se hallaba entre los primeros de los revolucionarios de junio en cobrar conciencia de que estaba próximo el fin de la Guerra Mundial y que, con éste, llegaba también el fin para las alternativas no-democráticas a la amenaza comunista. 

			Con esta convicción se prepara para la hora de las urnas e inicia contactos con políticos del partido conservador y el partido radical, mientras niega en público aspirar a la presidencia en las elecciones de 1946. Cuenta a su favor con un inesperado recurso: las muertes del doctor Alvear en 1942 y del general Justo en 1943 han sacado de la escena a los dos líderes naturales de la transición a la democracia que los éxitos de los ejércitos aliados hacen día a día más cercana e inevitable. Aprovechando esta vacancia, Perón busca atraer y cooptar dirigentes y cuadros partidarios, a fin de poner a su servicio máquinas políticas de probada eficacia en la arena electoral. Con el aporte de los dirigentes sindicales que lo rodean en la Secretaría de Trabajo y la colaboración que espera encontrar en las clases patronales, va reuniendo las piezas de la fórmula política con la que aspira presidir la Argentina de posguerra. En su ambición, dicha fórmula política tiene un aire de familia con la de los regímenes en los que un fuerte liderazgo asegura la conciliación de clases y organiza desde el Estado el tránsito ordenado a los desafíos de la sociedad industrial de masas. 

			Así concebido, el de Perón será un intento fracasado. A este respecto, señalemos, en primer lugar, que su apertura laboral fue recibida, a poco de andar, con la frialdad y, después, con la hostilidad de las clases patronales. En verdad, las iniciativas del secretario de Trabajo no fueron al encuentro de unos empresarios atemorizados por una revolución social inminente. Vista en perspectiva podría afirmarse que en la Argentina faltó entonces la condición que en otros países hizo posible que el mundo de los negocios secundara una política de reformas en favor de los trabajadores, aun al precio de sacrificios inmediatos: la sensación de amenaza ante un movimiento obrero combativo. En todo caso, la fuente de las preocupaciones de los empresarios estaba, más bien, en la propia gestión de Perón, que en nombre de la concordia alentaba la movilización de las masas obreras y exasperaba las tensiones sociales: no era necesaria demasiada sagacidad para advertir en ella la tentativa de convertirse en árbitro de la paz social y de forzarlos a delegar en él todo el poder político. 

			En segundo lugar, la búsqueda de apoyos entre los partidos tradicionales tampoco encontró en ellos un número apreciable de voluntarios dispuestos a recoger la herencia política del régimen militar, acompañando en su empresa a quien, a juzgar por la evolución de la situación internacional, tiene los días contados. En esas circunstancias, que son las que a mediados de 1945 define la ofensiva de una oposición social y política lanzada a imponer la rendición incondicional de Perón y a forzar al régimen al delegar el poder en la Corte Suprema, éste realiza un giro estratégico: llama a los sindicatos y los trabajadores a que acudan en defensa de su gestión. Cobra forma, así, un nuevo intento político. Entre el proyecto original y éste que emerge al compás de las vicisitudes políticas de la coyuntura de 1945 hay una diferencia capital: el sobredimensionamiento del lugar político de los trabajadores organizados, que de ser una pieza importante pero complementaria dentro de un esquema de orden y paz social se convierten en el principal soporte de la fórmula política de Perón. 

			El llamado a los trabajadores y los sindicatos cierra el paso a todo compromiso, agudiza la polarización política y, por un breve tiempo, parece sellar su suerte: sus camaradas en el ejército ceden entonces a las presiones de la oposición y el 9 de octubre es despojado del poder y, tres días más tarde, puesto en prisión. Para mejor apreciar el impacto de los sucesos por venir es oportuno evocar aquí el paralelo que describe la coyuntura de 1945 en la Argentina y Brasil. 

			También en este último país el año había comenzado bajo el signo de la democratización política. (1) Desde hacía quince años, Getulio Vargas se hallaba en el poder, al que llegó primero con la Revolución de 1930. En 1937, un nuevo golpe militar lo ha ratificado en el gobierno, pero ahora como dictador del Estado Novo, un régimen organizado según los lineamientos del corporatismo fascista, bajo el que presidía, con el respaldo de las clases propietarias y el control sobre un incipiente movimiento obrero, el proceso de la industrialización brasileña. 

			A diferencia de la posición neutralista adoptada por la Argentina en la Segunda Guerra, Brasil había escogido la causa de los países en lucha contra las potencias del Eje y enviado tropas a los campos de batalla de Europa. De allí parte, precisamente, el impulso inicial hacia la liberalización del régimen. A fines de 1944, los oficiales destacados en los ejércitos aliados hacen conocer su malestar por la incongruencia de las posiciones del país en el plano internacional y en el plano interno: Brasil era parte de la coalición militar antifascista y, al mismo tiempo, era gobernado por una dictadura. Si el país pretendía jugar un papel en el orden mundial de posguerra dominado por los Estados Unidos y, además, asegurarse nuevas inversiones para proseguir su esfuerzo modernizador, era preciso que reorganizara sus instituciones políticas. Con estas razones y las que le dicta el espíritu de supervivencia de un prolongado ejercicio del poder, Vargas pone en marcha la apertura política en febrero de 1945. A través de medidas sucesivas se suprime la censura de prensa, una amplia amnistía libera de la cárcel a los opositores, se autoriza la formación de partidos políticos y, finalmente, son convocadas elecciones presidenciales y parlamentarias para el 2 de diciembre.

			La liberalización política es concebida por Vargas como un ajuste pragmático al nuevo clima internacional y no entraña un desmantelamiento del Estado Novo. Vistas las circunstancias, las medidas de apertura pueden ser la oportunidad de legitimar al régimen existente con las credenciales del voto popular. Para asegurar este desenlace, Vargas cuenta con el control del aparato estatal y la creación de dos partidos en los que distribuye el personal político de su coalición de apoyo, el Partido Social-Democrático (PSD) formado por los interventores en los estados provinciales, y el Partido Trabalhista Brasileiro (PTB) organizado por los funcionarios del Ministerio de Trabajo y los jefes sindicales. Lanzada la confrontación, el PSD designa al ministro de Guerra de Vargas, el general Eurico Dutra, para encabezar su fórmula presidencial; entretanto, la oposición liberal a Vargas se nuclea en la Unión Democrática Nacional (UDN), que lleva como candidato al brigadier Eduardo Gomes. Hacia mayo de 1945, la lucha por la presidencia está entablada entre dos partidos, uno a favor y el otro en contra del Estado Novo; sus candidatos, reclutados entre la cúpula de las fuerzas armadas, no logran, sin embargo, un gran impacto popular, lo que deja abierto el espacio potencial de una tercera candidatura. 

			En ese momento entran en la escena política las masas obreras poniendo fin a un largo período de pasividad. En los seis meses que van de mayo a octubre se asiste a un nivel de movilización sin precedentes, sugestivamente orquestado por comités que se multiplican en las principales ciudades levantando el eslogan «Queremos a Getulio». Al reconocer detrás de la movilización las figuras conocidas de dirigentes del PTB y de funcionarios del Estado cunde en la oposición liberal y en los sectores de la burguesía comercial y agraria que la respaldan la sensación de estar frente a una maniobra de Vargas. Este, por su parte, reitera una y otra vez que no se postulará a la presidencia, pero acompaña sus declaraciones con llamados a respetar «la voluntad genuina del pueblo» y a enfrentar «las fuerzas reaccionarias» que refuerzan el temor sobre sus reales intenciones. El auge en los meses de agosto y setiembre del movimiento «queremista», al que suma en paralelo la acción del Partido Comunista, en demanda de una Asamblea Constituyente previa a las elecciones, levanta la sospecha de una repetición de la experiencia ocurrida ocho años antes, cuando el proceso electoral terminó siendo el preludio del golpe de 1937 y la instalación del Estado Novo. 

			Los dirigentes de la UDN, que nunca han creído que el régimen estuviera dispuesto a permitir elecciones libres, abandonan entonces toda cautela: reclaman abiertamente la intervención de los militares para salvaguardar el proceso de democratización y proponen una salida similar a la de la oposición argentina, la transferencia del poder a la Corte Suprema a fin de que ésta organice los comicios de diciembre. El llamado encuentra eco entre los altos oficiales, que se sienten garantes del retorno del Brasil a las instituciones representativas y también desconfían de los propósitos continuistas de Vargas. La tensión política alcanza su clímax en el mes de octubre. El día 3 los «queremistas» realizan su mayor demostración de fuerza frente al palacio presidencial y en ella el discurso de Vargas alienta la posibilidad de una Asamblea Constituyente. El 10 el gobierno lleva pánico a la oposición liberal con el decreto que anticipa las elecciones de gobernadores, previstas para 1946, con el objetivo de que coincidan con las elecciones presidenciales. Los partidarios de Vargas en los sindicatos anuncian a su vez una gran manifestación en Río de Janeiro para los días 26 y 27. Sorpresivamente, el jefe de policía del distrito capital prohíbe la movilización sindical y Vargas reacciona reemplazándolo por su hermano en un intento por retomar el control de la situación. Pero esto es lo que aguardan los jefes militares para intervenir, alertados por las noticias del 17 de Octubre en Buenos Aires, y el 28 deponen a Vargas, designan en su lugar al presidente de la Corte Suprema y despejan la vía a los comicios.

			Retomando el paralelo de la Argentina y Brasil a lo largo de 1945, destaquemos ahora que hay un acontecimiento que establece la diferencia entre la suerte política de Perón el 9 de octubre y la de Vargas el 28: la movilización de los trabajadores argentinos sobre la Plaza de Mayo el 17 de Octubre. La noticia del desplazamiento de Vargas no provocó una reacción popular semejante; antes bien, las masas obreras que hasta entonces descendían arrolladoramente sobre la escena política acogieron en forma pasiva el desenlace. Esta actitud en esa hora crucial reveló la debilidad del movimiento «queremista»; gestado a partir de una convocatoria hecha desde arriba, cuando ésta deja de operar, el movimiento se repliega y pierde un papel protagónico. No ocurrió lo mismo en la Argentina, pero no porque aquí se produjera la convocatoria desde arriba que faltó en Brasil. Las evidencias disponibles indican que Perón, como lo haría luego Vargas, aceptó la decisión de sus camaradas que lo excluía del juego político. En verdad, la iniciativa del 17 de Octubre partió desde abajo y fue impulsada por la labor de agitación y propaganda de los cuadros sindicales. 

			Podría afirmarse, de este modo, que entre una masa obrera poco organizada, que mantiene relaciones difusas y directas con un liderazgo de tipo paternalista y un movimiento popular igualmente identificado con una conducción política externa a él pero basado en los sindicatos, hay un significativo contraste y éste es el que separa la experiencia de Getulio Vargas en Brasil y la de Perón en la Argentina. Dicho contraste tuvo una primera e inmediata consecuencia en la coyuntura de 1945. En el curso de ese año decisivo, durante el cual la fortuna política se inclinaba de un lado a otro acompañando las apuestas de los actores en conflicto, el 17 de Octubre fue un momento de inflexión. Al bloquear la acometida triunfal de la oposición, la movilización de los trabajadores redefinió el campo de las alternativas institucionales que la Argentina tenía por delante. Para ilustrar los alcances de este acontecimiento, la referencia a Brasil es nuevamente pertinente. 

			El desplazamiento de Vargas el 28 de octubre no implicó la quiebra definitiva del Estado Novo. La sólida trama de intereses y expectativas sociales forjada en torno de las instituciones corporatistas de la Revolución de 1937 logró sobrevivir el paso de la dictadura a la democratización política. Realizadas en diciembre las elecciones previstas, la victoria correspondió al candidato del PSD, el general Dutra. Bajo la presidencia del ex ministro de Guerra de Vargas, se reunió en 1946 la Asamblea Constituyente y en ella las mayorías formadas por el PSD y el PTB pusieron fin a las ilusiones de la oposición liberal: el nuevo texto legal reestableció las libertades políticas pero ratificó en sus líneas generales los pilares de la organización estatal preexistente. El legado del Estado Novo estaba ya suficientemente arraigado en la vida social y política de Brasil como para independizarse de los avatares políticos de Vargas. 

			No podría sostenerse lo mismo respecto de la empresa política lanzada por Perón. Esta difícilmente habría subsistido al revés del 9 de octubre, si el triunfo provisorio alcanzado entonces por la ofensiva de la oposición hubiese sido luego definitivo: no tenía figuras importantes de relevo y la pérdida de control sobre el aparato estatal la privaba de un recurso que había sido central en su breve y accidentada existencia. El riesgo de la disgregación era verdadero. De allí la significación histórica del 17 de Octubre. Al rescatar a Perón del ostracismo político, la movilización de los trabajadores depositó en sus manos una nueva oportunidad para que hiciera un renovado intento, ahora de cara a los comicios de 1946. Así, a lo largo de la campaña electoral se repuso otra vez la puja de soluciones alternativas a los interrogantes institucionales que estaban abiertos en el país: ¿cómo dar mayor relevancia a las cuestiones del trabajo?, ¿de qué manera asegurar mayor representatividad y transparencia a la fórmula de gobierno?

			Detrás de las consignas militantes de la hora, dos fueron, a nuestro entender, las propuestas que jugaron su suerte frente al electorado. La primera es aquella que, a la distancia, es posible asociar con una victoria eventual de la Unión Democrática. En consonancia con el espíritu de los frentes populares de la época, esta propuesta encaminaba el futuro de la Argentina por el sendero institucional de una democracia de partidos y un pluralismo sindical orientado a la izquierda. La segunda propuesta tiene una naturaleza menos hipotética porque con los votos de la coalición peronista se impuso en las urnas y dejó un legado perdurable en la historia argentina. A través de ella, el problema de la fórmula de gobierno fue resuelto mediante un liderazgo plebiscitario de masas y las nuevas realidades del trabajo se organizaron dentro de un sistema de corporativismo sindical que neutralizó la influencia de la izquierda en el movimiento obrero.

			En la gestación de este desenlace todos los actores involucrados fueron afectados por las circunstancias en las que se produjo la transición hacia la democratización política. Pero estas circunstancias fueron también el resultado de sus propias acciones. En el combate por decidir el perfil de la Argentina de posguerra, Perón logró prevalecer sobre sus adversarios, gracias a la activación política de los trabajadores realizada desde el gobierno. Sin embargo, el punto de llegada de la coyuntura de 1945 reflejó sólo parcialmente sus intenciones originales. 

			En efecto, merced al triunfo de su liderazgo popular, el Estado sobre el que gobernará Perón a partir de 1946 quedará expuesto a la acción de los trabajadores organizados y se convertirá en un instrumento más de su participación social y política. El conjunto de derechos y garantías al trabajo incorporadas a las instituciones, la penetración del sindicalismo en la estructura estatal y su posición clave en el sostenimiento del régimen, todo ello tendrá el efecto de introducir límites ciertos a su política, particularmente en el terreno económico y visibles sobre todo al diluirse la prosperidad de los primeros tres años (1946-1948). 

			Del mismo modo, el movimiento de unanimidad nacional, que debía ser la réplica de un modelo de partido como el PRI mexicano, terminará siendo un movimiento fuertemente desbalanceado por la presencia obrera organizada. Inclusive, la ideología de orden y paz social, bajo cuyos auspicios, la Argentina debía marchar hacia «la comunidad organizada», estará atravesada por el componente popular del peronismo. Así, Perón deberá revalidar su liderazgo a través de una renegociación constante de su autoridad sobre las masas obreras y esto llevará al régimen a recrear en forma periódica sus condiciones de origen. En esos momentos, la palabra de Perón se desdobla y la voz crispada de Evita revive el clima de 1945 y actualiza, en toda su fuerza primigenia, los antagonismos sociales. 

			Estado, movimiento e ideología estarán marcados, pues, por el sobredimensionamiento del lugar político ocupado por los trabajadores organizados en el peronismo, resultado inesperado e indisociable del desarrollo y el desenlace de la coyuntura en que se formó y conquistó el poder.

			
				
					1. Sobre la coyuntura de 1945 en Brasil hemos consultado Thomas Skidmore, Brasil: de Getulio a Castelo, Río de Janeiro, 1969.

				

			

		

		
		


		
			
LA CGT EN EL 17 DE OCTUBRE DE 1945 (*)

Juan Carlos Torre


			1. EL PRÓLOGO DE LA CRISIS DE OCTUBRE

			El año 1945 comienza siendo un momento de viraje para la Revolución de Junio, antes de serlo para la sociedad en la que su obra dejaría huellas tan hondas y permanentes. (1) La evolución de la situación internacional, con la victoria próxima de los ejércitos aliados, modifica radicalmente el marco escogido por los coroneles argentinos para su experimento filo-fascista. El año se inicia, así, bajo el signo de la normalización institucional, que tiene por objetivos la ruptura del aislamiento diplomático y —no menos importante en los cálculos de la elite militar— la búsqueda de su sucesión constitucional. El fin de la cuarentena internacional promete resolver una de las cuestiones que dieron lugar al golpe de 1943: el balance militar con Brasil. Dos meses antes de la derrota de Alemania y Japón, el gobierno declara la guerra y espera que, con su reingreso a la comunidad de las Naciones Unidas, Estados Unidos reanude el suministro de armamentos. El desmantelamiento del orden autoritario se opera también con diligente prolijidad: los admiradores locales del nacional-socialismo abandonan la universidad, se restablecen las libertades públicas, los dirigentes de los partidos vuelven a conocer los halagos de la benevolencia oficial y, con ellos, las discretas invitaciones a un acuerdo político. La súbita conversión de la Revolución de Junio —a la que Perón presta un pragmatismo comparable al entusiasmo que pusiera en la gestación del experimento ahora en liquidación— está, sin embargo, destinada a fracasar. Ni Washington se muestra dispuesto a una reconciliación ni los partidos se deciden a recoger la herencia política del régimen militar. La reorientación del gobierno es bien pronto interpretada como el anticipo de su inminente colapso y sus adversarios internos y externos se preparan para imponer su rendición incondicional. He aquí creado el escenario para los acontecimientos que envolverán a la Argentina en una de las crisis políticas más decisivas de su historia contemporánea. 

			Dando comienzo a la ola de movilizaciones populares que se sucederán a lo largo del año, las clases medias pasan a la acción en abril, después de haber soportado en un forzado silencio los ataques a los valores democráticos en cuyo nombre habían entrado a la vida política. El vasto movimiento de oposición que emerge a partir del aflojamiento de los controles autoritarios tiende a expresarse al margen de los partidos, que no han sobrevivido indemnes a los rigores del régimen militar. Impacientes por ver realizado en este rincón del mundo el destino que se cumple en los campos de batalla europeos, esas muchedumbres militantes hacen sentir su peso desde las asociaciones vecinales, los colegios profesionales, los centros estudiantiles. De allí que escapen a la prudente conducción de los jefes políticos, obligados a preservar su dudosa autoridad acentuando la intransigencia ante las solicitaciones oficiales. Incapaz de romper el bloque hostil de los partidos, la elite militar busca una alternativa que la aleje de la previsible derrota (2) y parece encontrarla en un frente que ha tenido un lugar secundario en sus cálculos políticos: el de las clases trabajadoras y los sindicatos.

			Hasta entonces, las relaciones entre los dirigentes sindicales y Perón habían tenido un trámite lleno de reservas y tensiones que sólo la agudización de la ofensiva de las fuerzas de la oposición permitiría superar. Cuando Perón se hace cargo del Departamento Nacional del Trabajo, en octubre de 1943, la expectativa con la que los líderes sindicales habían recibido a la Revolución de Junio se ha disuelto bajo el impacto de las primeras medidas represivas tomadas por el régimen militar. Su primer objetivo es establecer un diálogo con la cúpula sindical, para lo cual revisa las decisiones gubernamentales más resistidas y formula los conceptos de una nueva política social. La iniciativa cae sobre un movimiento sindical desarrollado en el clima hostil de la restauración conservadora, en los años treinta, y despierta, por lo menos, la curiosidad de unos cuadros sindicales preocupados por la supervivencia. Los únicos que desertan, en un comienzo, son los comunistas, que prefieren denunciar los rasgos autoritarios y las simpatías filo-fascistas del régimen militar. El grueso de los dirigentes obreros, de orientación socialista y sindicalista, opta, en cambio, por silenciar sus escrúpulos ideológicos y responder a la convocatoria.

			El entendimiento no es inmediato. Si bien Perón logra transformar el viejo departamento dependiente del Ministerio del Interior en la Secretaría de Trabajo y Previsión, y consigue así mayores recursos para el lanzamiento de su política social, su posición dentro de la elite militar aún no está consolidada, lo que se traduce en una parálisis de sus iniciativas. En las vísperas del 1º de Mayo de 1944, los sindicatos comienzan a preparar la celebración del Día del Trabajo con la intención de utilizarla para hacer conocer sus quejas. La movilización, que se proponía levantar la consigna irritativa de la pronta normalización constitucional y reclamar, a la vez, la concreción de las reformas sociales anticipadas por Perón, es prohibida. Para conjurar la tentativa sindical, el régimen militar se desdobla y, por un lado, apela a diversas sanciones. Por el otro, Perón y su segundo, el coronel Domingo Mercante, extreman los esfuerzos para neutralizar el descontento de los líderes obreros, con gestos destinados a debilitar la incredulidad, la sospecha reinante en los medios sindicales. No se les escapa que es preciso ganar al menos una fracción significativa de los líderes obreros para aventurarse luego a la conquista de una audiencia popular más vasta.

			La convergencia entre los compromisos que ahora asume el secretario de Trabajo y sus por tanto tiempo postergadas aspiraciones tiene el efecto de despejar el camino a la colaboración para los viejos militantes. En realidad, no debe sorprender la buena acogida a la apertura política de Perón: lo que ha cambiado, para utilizar la fórmula de Joel Horowitz, no es la actitud del movimiento obrero sino la del Estado. (3) Conscientes de su propia debilidad frente a los sectores patronales, los dirigentes obreros habían reclamando en el pasado la asistencia y la protección de los poderes públicos. De allí que no habrían de encontrar objeción alguna para perseverar en esa actitud, sobre todo cuando se hallaban frente a un régimen más permeable a sus demandas. Y un núcleo importante de gremialistas se integra a las comisiones oficiales que actúan en la Secretaría de Trabajo y participa de la elaboración de los primeros decretos que, entre julio y noviembre de 1944, ponen en marcha, finalmente, la nueva política social.

			El hecho es que Perón demanda, de quienes reciben su apoyo, un compromiso mayor con la Revolución de Junio y con él mismo, para volcarlo al combate que libra simultáneamente dentro de la elite militar y frente a la resistencia de las fuerzas de la oposición democrática civil. Los frutos de este intento son, sin embargo, limitados. La actitud dominante en los dirigentes sindicales es más bien el oportunismo. Esta es la respuesta al dilema político creado por la apertura del Estado y al que solamente los comunistas, al inclinarse desde un principio por el rechazo, habrían de escapar. El resto se encuentra bajo las presiones cruzadas de la colaboración y de la necesidad de salvaguardar su independencia. El reconocimiento de sus demandas, la participación en la gestión de las reformas sociales, hace empero más difícil evitar las solicitudes de Perón. La virtud esencial de los dirigentes sindicales comienza por ser, pues, la discreción y, en los meses siguientes a mayo de 1944, ponen sus mejores esfuerzos en atrincherarse detrás de la línea de la neutralidad política.

			La campaña de persuasión de Perón no se dirige exclusivamente al movimiento obrero. Si en él encuentra los interlocutores más atentos, no está, sin embargo, en sus intenciones la instalación de una república sindicalista. Esa es la imagen que las fuerzas políticas democráticas se empeñan en divulgar, desde la semiclandestinidad a la que el régimen militar las ha confinado. Para contrarrestarla, el secretario de Trabajo se aplica, con parecida tenacidad, a ganar la benevolencia del mundo de los negocios para su política de reformas sociales. Sus argumentos, largamente expuestos en su recordado discurso en la Bolsa de Comercio, evocan frente a un público previsiblemente reticente a tantas innovaciones el espectro de la revolución social y la urgencia de prevenirla. En este caso, el público en cuestión no se dejará conmover fácilmente, acaso porque tiene menos dudas sobre la estabilidad del orden social a cuya defensa es con tanto apremio convocado. Las relaciones entre el secretario de Trabajo y los empresarios, luego de un auspicioso comienzo, se deterioran aceleradamente.

			A poco de su designación, Perón visita la sede de la Unión Industrial y recibe la promesa de la más amplia colaboración. «Los industriales argentinos», le explica su presidente, Luis Colombo, «jamás se han negado a favorecer la sanción de leyes obreras, que fueran razonables y oportunas. Sus protestas fueron provocadas por el proselitismo electoralista generado por esa legislación y por el hecho insólito de que nunca fueron escuchados». En su respuesta, Perón está a la altura de las circunstancias y después de hacer el elogio del estado de organización de las fuerzas empresarias, asegura a su anfitrión que «en las funciones que desempeño, usted será mi brazo derecho». En ocasión del Día de la Industria, setiembre de 1944, la Unión Industrial reitera su comprensión a la gestión de la Secretaría de Trabajo y expresa la esperanza de que las soluciones a los problemas sociales sean dadas «dentro del concepto de orden y posibilidades económicas, porque sería poco alentador que, por la precipitación de quienes han de beneficiarse, se edificara sobre la arena». Lo que suscita esta todavía discreta advertencia es el proyecto de un sistema nacional de jubilación, con la inclusión de los trabajadores industriales, que se discute en las esferas de gobierno. La Sociedad Rural suma, luego, su voz a la de los industriales y se pronuncia contra la promulgación del Estatuto del Peón. En el juicio de uno de sus voceros, la nueva legislación «habrá de sembrar el germen del desorden social, al inculcar en gentes de limitada cultura aspiraciones irrealizables y colocar al jornalero por encima del mismo patrón en comodidades y remuneraciones». Para la Sociedad Rural es, pues, el secretario de Trabajo quien, con sus reformas, amenaza los fundamentos del orden existente.

			Y no sólo con sus reformas. A fines de diciembre, la Unión Industrial se levanta contra «la indisciplina que engendra en las empresas el uso siempre más generalizado de un lenguaje que presenta a los patrones en posición de prepotencia y a todo acuerdo, no como un acto de justicia, sino como una “conquista” que de ser necesario los trabajadores deberán defender por la fuerza». Estamos ya en las vísperas de la ruptura. La búsqueda de un acuerdo ha probado ser inútil. No obstante las quejas de los empresarios, la política social continúa y, con ella, crece la efervescencia obrera. Las clases patronales no esperan sino los signos premonitorios de un cambio de la coyuntura política para pasar directamente a la oposición. Cuando ante la inminencia del triunfo de los ejércitos aliados el régimen militar afloje los controles autoritarios, a principios de 1945, se incorporarán a la movilización de los sectores medios en nombre de la democracia y la Constitución, prontas a utilizar esos estandartes para detener la marcha de las reformas del secretario de Trabajo.

			El 16 de junio, aproximadamente 300 asociaciones patronales integrantes de la Cámara de Comercio y la Unión Industrial dan a conocer el «Manifiesto de las Fuerzas Vivas» en protesta por la política social oficial. Luego de cuestionar las facultades legales del gobierno para emprender reformas en la legislación laboral, y de denunciar el carácter económicamente irresponsable de las concesiones otorgadas a los trabajadores, el manifiesto patronal formula una áspera condena a la Secretaría de Trabajo por alentar «la agitación subversiva» en las empresas:

			Las fuerzas vivas del país están profundamente preocupadas y alarmadas ante el ambiente de agitación social que daña la disciplina y el esfuerzo productivo de la colectividad. El clima de descontento se origina y es instigado desde las esferas oficiales. Lejos estamos de negar la existencia de un genuino problema social, de carácter permanente y universal, cuya solución sólo puede llegar a través de la honesta colaboración de las partes y bajo la serena supervisión del Estado. Contra lo que nos oponemos es contra la creación de un clima de sospecha, provocación y rebeldía, que estimula el resentimiento y genera reclamos permanentes. Este clima y sus efectos están destruyendo los lazos de una justicia solidaria, fuente de progreso y bienestar. Desde la creación de la Secretaría de Trabajo este espíritu, y el sentido unilateral de las decisiones, justificadas por la necesidad de extirpar el comunismo, han interferido en la resolución de los problemas sociales. Esta situación es tanto más lamentable cuando se considera que es el producto de una voluntad personal, que es siempre transitoria. (4)

			Con la publicación del manifiesto, son los presuntos beneficiarios finales del proyecto transformista enunciado por Perón en su discurso en la Bolsa de Comercio los que pasan a engrosar las filas de la oposición. Diez meses han transcurrido desde entonces y la política de concesiones sociales, hipotéticamente destinada a prevenir los peligros de una rebelión, parece haber tenido efectos opuestos: la combatividad obrera, en lugar de disminuir, ha cobrado vigor, llevando la alarma a quienes ven amenazados los santuarios hasta entonces bien guardados del poder patronal. En el ataque a la gestión de la Secretaría de Trabajo, lo significativo es el carácter solidario de la movilización de los empresarios. Entre los firmantes del manifiesto se hallan los mismos sectores que poco antes han felicitado al gobierno por sus medidas de fomento a la industrialización, pero a quienes la resistencia a las reformas laborales ha aproximado a los núcleos más tradicionales del mundo de los negocios en un compacto frente al que días más tarde se sumarán también las corporaciones de la burguesía terrateniente. (5)

			La redefinición del eje del conflicto no podía dejar indiferentes a las organizaciones sindicales. Si las críticas de la oposición democrática a la política exterior del gobierno habían merecido comentarios apenas marginales de parte de los dirigentes obreros —orientados más a defender las credenciales antifascistas del movimiento sindical que a hacer lo propio con las de la elite militar— el cuestionamiento del programa de reforma imponía respuestas menos equívocas. Después de varias semanas de campaña publicitaria, durante las cuales, uno tras otro, los sindicatos fueron pronunciándose contra el manifiesto patronal, la reacción sindical culminó el 12 de julio con un acto organizado por la CGT y la Comisión de Unidad Sindical. El acto, que sería el primer compromiso público del conjunto del sindicalismo con el gobierno militar, tuvo por lema: «En defensa de las mejoras obtenidas por los trabajadores a través de la Secretaría de Trabajo». Como el propio lema indicaba, los organizadores del acto procuraron dejar a salvo los principios sindicales, evitando cuidadosamente personalizar su adhesión en la figura de Perón. La posición de los cuadros dirigentes fue resumida por Ángel Borlenghi, en el discurso de clausura. Refiriéndose a la controversia sobre las facultades legislativas del gobierno, el secretario de la Federación de Empleados de Comercio acusó a los firmantes del manifiesto patronal de estar movidos menos por escrúpulos constitucionales que por el miedo frente a la pérdida de sus privilegios, y subrayó que los trabajadores no estaban dispuestos a rechazar la asistencia del Estado, cualquiera fuese su origen, para obtener sus reivindicaciones.
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